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I.  ANTECEDENTES Y MARCO 

A.  Alcance de las obligaciones internacionales1 

Principales tratados universales 
de derechos humanos2 

Fecha de ratificación, 
adhesión o sucesión

Declaraciones
/reservas

Reconocimiento de competencias 
concretas de órganos de tratados

ICERD  22 de noviembre de 1972 No Denuncias individuales (art. 14):  No
ICESCR 28 de diciembre de 1978 Art. 8 (retirado para 

el territorio 
metropolitano)

-

ICCPR 28 de diciembre de 1978 Arts. 10 2) b), 10 3), 
14 6), 20, 22 

Denuncias entre Estados (art. 41):  No

ICCPR-OP 1  26 de mayo de 1989 No -
ICCPR-OP 2  22 de febrero de 1990 No -
CEDAW  10 de enero de 1985 No -
OP-CEDAW  20 de septiembre de 

2000
Sí (para Tokelau) Procedimiento de investigación 

(arts. 8 y 9):  Sí
CAT  10 de diciembre de 1989 Art. 14 Denuncias entre Estados (art. 21):  Sí

Denuncias individuales (art. 22):  Sí
Procedimiento de investigación 

(art. 20):  Sí
OP-CAT  14 de marzo de 2007 Sí (para Tokelau) -
CRC  6 de abril de 1993 

(extensiva a Tokelau 
únicamente previa 

notificación al Secretario 
General)

General; arts. 32 2), 
37 c)

-

OP-CRC-AC  12 de noviembre de 2001 Declaración 
vinculante en virtud 

del art. 3:  17 años

-

CPD 25 de septiembre de 
2008

Sí (para Tokelau) -

Principales tratados en los que Nueva Zelandia no es parte:  OP-ICESCR,3 OP-CRC-SC (firma solamente, 2000), 
ICRMW (firma solamente, 2007), CRPD-OP y CED.   
Otros instrumentos internacionales relevantes Ratificación, adhesión o sucesión
Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio Sí 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional  Sí 
Protocolo de Palermo4  Sí
Refugiados y apátridas5 Sí, excepto la Convención de 1954 
Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 y sus Protocolos 
adicionales6 

Sí, excepto el Protocolo III

Convenios fundamentales de la OIT7 Sí, excepto Nº 87 y Nº 138
Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de 
la Enseñanza (UNESCO) 

Sí 

1. Se recomendó a Nueva Zelandia que ratificase el ICRMW8, el OP-CRC-SC9, los Convenios 
fundamentales Nos. 8710 y 13811 de la OIT, los Convenios Nos. 117 (Convenio sobre política 
social-Normas y objetivos básicos)12, 118 (Convenio sobre la igualdad de trato-seguridad social)13 
y 169 (sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes)14 de la OIT, y la Convención 
sobre el Estatuto de los Apátridas15.  
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2. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD) invitó a Nueva Zelandia a 
que considerase la posibilidad de aceptar el procedimiento de denuncias individuales de 
conformidad con el artículo 14 de la Convención16. 

3. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW) encomió a 
Nueva Zelandia por la retirada de su última reserva a la Convención17. 

4. El Comité de los Derechos del Niño (CRC) recomendó retirar las reservas a la Convención 
y proseguir el diálogo con Tokelau para extender la aplicación de la Convención a su territorio18.  
El Comité de Derechos Humanos recomendó la retirada de las reservas relativas al 
artículo 10 del Pacto19.  

B.  Marco constitucional y legislativo 

5. En 2007, preocupaba al CERD que la Ley sobre la Carta de Derechos de Nueva Zelandia no 
gozara de protección, lo cual hacía posible promulgar leyes contrarias a sus disposiciones20.  
El Comité de Derechos Humanos formuló observaciones parecidas en 2002, además de lamentar 
que dicha ley no recogiera ciertos derechos amparados por el Pacto21. 

6. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) recordó a Nueva 
Zelandia su obligación de de dar pleno efecto al Pacto en su ordenamiento jurídico interno, creando 
recursos judiciales y de otra índole para las víctimas de violaciones de dichos derechos22. 

7. Aunque valoró las medidas adoptadas por el Estado, preocupaba al CEDAW en 2007 que no 
hubiera incorporado plenamente la Convención a la legislación nacional23.  

8. En 2003, el Comité de los Derechos del Niño recomendó a Nueva Zelandia que emprendiera 
un amplio examen de toda la legislación relacionada con los niños y armonizara su legislación con 
la Convención24.  

9. Tras su visita de 2005, el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de los indígenas explicó que la Constitución no reconocía los derechos 
inherentes de los maoríes, ni sus órganos tradicionales de gobierno.  De este modo, el Parlamento  
podía promulgar por mayoría simple leyes que modificaban la relación entre los maoríes y la 
Corona, situación que la representación minoritaria de los maoríes en el proceso político no podía 
cambiar 25.  En 2007, el CERD también observó que el Tratado de Waitangi no era oficialmente 
parte del derecho interno a menos que se incorporara a la legislación, lo que dificultaba que los 
maoríes pudieran invocar sus disposiciones ante los tribunales y en las negociaciones con la 
Corona26. 

10. El CERD alentó a que continuara el debate público sobre la situación del Tratado de 
Waitangi, con miras a su posible consagración como norma constitucional27, como también 
recomendó el Relator Especial28.  Este último agregó que debería convocarse una convención para 
preparar una reforma constitucional que regulase claramente la relación entre el Gobierno y el 
pueblo maorí sobre la base del Tratado de Waitangi y del derecho de los pueblos a la libre 
determinación29.  Tanto el CERD como el Relator Especial recomendaron que se otorgaran al 
Tribunal de Waitangi facultades jurídicas vinculantes para dictar sentencias en asuntos relativos al 
Tratado, así como mayores recursos financieros30. 
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C.  Estructura institucional y de derechos humanos 

11. La Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia se vio acreditada en 1999 con la 
"categoría A" (conforme a los Principios de París), que le fue reconfirmada en 200631. 

12. El Comité de Derechos Humanos se congratuló por la promulgación de la Ley por la que se 
modificaba la Ley de derechos humanos de 200132, que transformó la Oficina de Relaciones 
Raciales y la Comisión de Derechos Humanos en una nueva Comisión con un mandado más amplio 
en el ámbito de los derechos humanos y a la que se encomendó la elaboración de un Plan de Acción 
Nacional en esa esfera33.  El CESCR recomendó que la Comisión de Derechos Humanos se ocupara 
de los derechos económicos, sociales y culturales como tema global y que velara por que estos 
derechos se reflejasen debidamente en el Plan de Acción Nacional sobre los Derechos Humanos34.  
Tanto el CEDAW como la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones 
de la OIT (Comisión de Expertos de la OIT) tomaron nota del nombramiento de un comisario 
encargado de la igualdad de oportunidades en la Comisión de Derechos Humanos para ocuparse de 
la promoción de la igualdad entre los géneros35.  En 2007, el CERD observó con satisfacción el 
incremento del presupuesto asignado a la Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia36. 

D.  Medidas de política 

13. Observando que el Gobierno del Estado Parte no había hecho oficialmente suyo el Plan de 
acción de derechos humanos de la Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia, el CERD 
alentó al Estado a que aprobara, sobre la base de las propuestas formuladas por la Comisión de 
Derechos Humanos, su propio plan de acción de derechos humanos37. 

14. En 2005, Nueva Zelandia aprobó el Plan de Acción de las Naciones Unidas (2005-2009) para 
la primera etapa del Programa Mundial para la educación en derechos humanos, centrado en los 
sistemas de enseñanza primaria y secundaria38.  En 2006 informó al ACNUDH de que los colegios 
están sujetos a la Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia y a la Ley de derechos 
humanos de 1993.  Los derechos humanos forman parte del programa académico de estudios 
sociales, disponible en las lenguas inglesa y maorí39.  

II.  PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS  
SOBRE EL TERRENO 

A.  Cooperación con los mecanismos de derechos humanos 

1.  Cooperación con los órganos de tratados 

Órgano de tratado40 

Último informe 
presentado y 

examinado 

Últimas 
observaciones 

finales
Medidas de 
seguimiento Informes presentados

CERD  2006 
 

Agosto de 2007 Septiembre de 2008 Informes 18º a 20º deberán presentarse en 
2011

CESCR 2001 Mayo de 2003 - Tercer informe retrasado desde 2008

Comité de Derechos 
Humanos 

2001 Julio de 2002 - Quinto informe presentado en 2007, que 
se examinará en 2009 

CEDAW  2006 Agosto de 2007 - Séptimo informe deberá presentarse 
en 2010

CAT  2002 Mayo de 2004 Junio de 2005 Quinto informe presentado en 2007,  que 
se examinará en 2009 
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Órgano de tratado40 

Último informe 
presentado y 

examinado 

Últimas 
observaciones 

finales
Medidas de 
seguimiento Informes presentados

CRC 2001 Octubre de 2003 - Informes tercero y cuarto presentados en 
un único documento en 2008 

OP-CRC-AC 2003 Octubre de 2003 Informes tercero y cuarto presentados en 
un único documento en 2008

15. En 2005, el CERD aprobó la Decisión 1 (66), sobre cuestiones indígenas, en el marco de su 
Procedimiento de alerta temprana y acción urgente. 

16. En 2006, Nueva Zelandia formuló observaciones al Comité contra la Tortura (CAT) sobre 
cuestiones relacionadas con la ratificación y las reservas41. 

2.  Cooperación con los procedimientos especiales  

Invitación permanente 
cursada 

Sí 

Visitas o informes sobre 
misiones más recientes 

Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas (16 a 26 de noviembre de 2005)42. 

Visitas acordadas en 
principio 

Ninguna 

Visitas solicitadas y aún 
no acordadas 

Ninguna 

Facilitación/cooperación 
durante las misiones 

El Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas agradeció al Gobierno su cooperación. 

Medidas de seguimiento de las visitas - 
Respuestas a cartas de 
transmisión de denuncias 
y a llamamientos urgentes 

Se enviaron 3 comunicaciones durante el período considerado.  El Gobierno 
respondió a todas ellas. 

Respuestas a 
cuestionarios sobre 
cuestiones temáticas43 

Nueva Zelandia no respondió dentro de plazo a ninguno de los 13 cuestionarios 
enviados por titulares de mandatos de procedimientos especiales durante el 
período considerado44. 

3.  Cooperación con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas  
para los Derechos Humanos 

17. Nueva Zelandia hizo contribuciones financieras al ACNUDH en 2005, 2006, 2007 y 2008. 

B.  Cumplimiento de las obligaciones internacionales de derechos humanos 

1.  Igualdad y no discriminación 

18. Tras lamentar que Nueva Zelandia no considerase necesario incluir entre los motivos de 
discriminación prohibidos todos aquellos que señala el Pacto, en particular el idioma, el Comité de 
Derechos Humanos recomendó en 2002 que se armonizase plenamente la legislación nacional con 
el Pacto45. 

19. Preocupaba al CEDAW en 2007 que la legislación nacional no contuviera una definición 
amplia y explícita de la discriminación contra la mujer de acuerdo con la Convención, que abarcara 
tanto la discriminación directa como la indirecta46.  Asimismo manifestó su preocupación por el 
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hecho de que en los medios de comunicación y en la sociedad se siguiera representando a las 
mujeres, especialmente a las pertenecientes a minorías, con signos de inferioridad y de forma 
negativa y estereotipada47.  El Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de los indígenas mostró especial preocupación por las conclusiones de un 
estudio de 2004, que señalaba el trato bastante parcial que recibían el pueblo maorí y sus problemas 
en la prensa y la televisión48.  

20. En 2002 el Comité de Derechos Humanos acogió con satisfacción los nuevos progresos 
realizados en la protección y promoción de los derechos de los maoríes en virtud del Pacto y 
en 2007, el CERD valoró positivamente la reducción de las disparidades socioeconómicas que 
separaban a los maoríes y pueblos de las islas del Pacífico del resto de la población49.  Tras su visita 
de 2005, el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas informó de que a pesar de los programas sociales puestos en 
marcha, persistían las disparidades entre maoríes y no maoríes en la esfera del empleo, los ingresos, 
la salud, la vivienda, la educación, así como en el sistema de justicia penal.  Aunque los colectivos 
maoríes (iwi, hapu, whanau) participaban cada vez más en las estrategias concebidas para reducir 
dichas desigualdades, no se habían establecido verdaderos mecanismos de autogobierno.  Según el 
Relator Especial, era necesario seguir aplicando medidas específicas basadas en la etnia para 
reforzar los derechos sociales, económicos y culturales de los maoríes50.  El CERD, tomando nota de 
la reorientación de los beneficiarios de algunos programas y políticas sobre la base de la necesidad y no 
de la etnia, recomendó velar por que las comunidades interesadas participaran en la evaluación y 
revisión de las medidas especiales aprobadas para el avance de los grupos, y mantener informada a 
toda la ciudadanía de la naturaleza y la pertinencia de las medidas especiales51. 

21. Preocupado por que no hubiera instancias de denuncias, enjuiciamientos y sentencias 
condenatorias en relación con delitos cometidos por motivos raciales, el CERD recomendó a Nueva 
Zelandia que estudiara la manera de evaluar regularmente hasta qué punto las denuncias de delitos 
cometidos por motivos raciales se atendían apropiadamente en su sistema de justicia penal52.  

22. La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) 
indicó que, en un esfuerzo por mantener una concepción positiva de los refugiados y los 
inmigrantes y por combatir la xenofobia y el racismo, sería importante que el Gobierno incorporara 
estas cuestiones a los programas de estudios53. 

23. En 2003, preocupaba al CRC que los niños discapacitados no estuvieran plenamente 
integrados en todos los ámbitos de la sociedad y que las familias de esos niños experimentaran 
frecuentes dificultades para acceder a los servicios pertinentes, en particular en el sistema 
educativo54. 

2.  Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de las personas 

24. Preocupado por casos de segregación prolongada, no voluntaria, durante la reclusión 
(régimen de aislamiento), el CAT recomendó a Nueva Zelandia que redujera la duración y mejorara 
las condiciones de la segregación no voluntaria en esos casos55.  Nueva Zelandia alegó en su 
respuesta que no consideraba que la segregación no voluntaria en las prisiones pudiera equipararse a 
la reclusión en régimen de aislamiento56.  El CAT también expresó su preocupación por las 
conclusiones del Defensor del Pueblo sobre las investigaciones de las presuntas agresiones de 
funcionarios de prisiones a reclusos, en particular la renuencia a ocuparse de esas denuncias con 
prontitud, y la calidad, la imparcialidad y la fiabilidad de las investigaciones57. 
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25. El Comité de Derechos Humanos observó con preocupación que la administración de una 
prisión y los servicios de escolta a las prisiones se habían confiado a una empresa privada.  Si bien 
acogió con satisfacción la información de que el Estado Parte había decidido que, cuando el actual 
contrato expirara en julio de 2005, todas las prisiones quedarían sometidas a la administración 
pública, y que se esperaba que los contratistas respetaran las Reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para el tratamiento de los reclusos, el Comité preguntó no obstante con preocupación si la 
práctica de la privatización, en una esfera en que el Estado es responsable de la protección de los 
derechos de las personas privadas de libertad, permitía al Estado Parte cumplir efectivamente las 
obligaciones contraídas en virtud del Pacto y asumir su propia responsabilidad por las violaciones 
que pudieran producirse.  Además no parecía existir ningún mecanismo eficaz de supervisión diaria 
para velar por que los presos fueran tratados humanamente y con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano y se beneficiaran además de un trato cuya finalidad esencial es su reforma 
y rehabilitación social58. 

26. El CRC compartió la preocupación del Estado sobre la frecuencia de los abusos cometidos 
contra los niños y lamentó que los servicios destinados a evitar los abusos y prestar asistencia para 
la recuperación no dispusieran de suficientes recursos y estuvieran mal coordinados59. 

27. Aunque apreció las medidas adoptadas, el CEDAW expresó su preocupación por la 
persistencia de la violencia contra las mujeres, en particular las maoríes, las mujeres del Pacífico y 
las pertenecientes a minorías60.  También le preocupaban la reducida tasa de enjuiciamientos y 
condenas por delitos de violencia contra la mujer; la reducción del número de órdenes de protección 
dictadas en favor de mujeres61; y la posibilidad de que en las comunidades de inmigrantes se 
cometieran actos de violencia contra la mujer en el seno de la familia, así como prácticas ilegales 
relativas al matrimonio, y no se les diera una respuesta adecuada por la situación de dependencia y 
aislamiento de las mujeres afectadas 62. 

28. Preocupaba al CEDAW que no se hubiera informado oficialmente de ningún incidente de 
trata de mujeres, ni se hubieran incoado acciones judiciales por tales actos a pesar de los indicios de 
la existencia de la trata de mujeres en Nueva Zelandia.  También expresó su preocupación por la 
explotación de las mujeres y niñas inmigrantes en la prostitución63. 

3.  La administración de justicia y estado de derecho 

29. Si bien acogió con beneplácito los esfuerzos por ampliar las condiciones necesarias para 
recibir asistencia letrada, el CEDAW instó a Nueva Zelandia a que analizara y eliminara los 
impedimentos que pudieran tener las mujeres para acudir a la justicia, suministrara servicios de 
asistencia letrada a todas las mujeres necesitadas e informara sobre la utilización de los recursos 
jurídicos disponibles contra la discriminación, y a que supervisara los resultados de esas 
actividades64.  Según el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas, debería modificarse la Ley de servicios jurídicos para garantizar 
asistencia jurídica a los iwi y los hapu maoríes en cuanto colectividades65. 

30. El Comité de Derechos Humanos declaró que en Nueva Zelandia se había violado el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos en dos casos.  En 2003, declaró que se había 
producido una violación del derecho que asiste a toda persona mantenida en detención preventiva a 
someter la legalidad de su detención a un tribunal66.  El Comité cerró el caso después de que el 
Estado respondiera que había enmendado la legislación para que no se reprodujeran situaciones de 
este tipo67.  En 2007 declaró que se había violado el derecho a un juicio rápido68.  El Estado 
discrepó de estas conclusiones pero señaló que se habían tomado medidas para reducir los retrasos 
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de esas audiencias y el Comité consideró que el diálogo proseguía con arreglo al procedimiento de 
seguimiento69. 

31. El CAT en 2004 y el CRC en 2003 expresaron su preocupación por la baja edad mínima del 
reconocimiento de la responsabilidad penal y el hecho de que, en ocasiones, no se separara a los 
delincuentes adultos de los juveniles y se recluyera a éstos en celdas de comisaría, a veces durante 
varios meses, como destacó además el CRC70.  

32. El CERD expresó su preocupación por la excesiva proporción de maoríes y habitantes de los 
pueblos del Pacífico entre la población penitenciaria y, de forma general, en todas las fases del sistema 
de justicia penal, y recomendó a Nueva Zelandia que redoblase sus esfuerzos para solucionar el 
problema y lo considerase como un asunto de máxima prioridad71.  

4.  Libertad de circulación 

33. Preocupó al Comité de Derechos Humanos la información de que residentes permanentes en 
Nueva Zelandia y en determinadas condiciones incluso algunos ciudadanos de ese país, necesitaran 
un visado de retorno para volver a Nueva Zelandia, y recomendó que se revisara la legislación 
pertinente72. 

5.  Derecho a participar en la vida pública y cultural  

34. De acuerdo con una fuente de la División de Estadística de las Naciones Unidas, la 
proporción de escaños ocupados por mujeres en el parlamento pasó del 28,3% en 2004 al 33,1% 
en 200873.  Aunque celebró la reciente ascensión de las mujeres a los cargos públicos de mayor 
rango de Nueva Zelandia, el CEDAW manifestó en 2007 su preocupación por el descenso del 
número de mujeres en los gobiernos locales y en cargos de responsabilidad, así como por el hecho 
de que las mujeres siguieran insuficientemente representadas en los gobiernos locales, las juntas de 
sanidad de distrito, los consejos de administración y la judicatura74. 

35. Se llevaron a cabo reformas electorales para resolver el problema crónico de la insuficiente 
representación de los maoríes, como señaló un informe del PNUD de 2004.  Tras la adopción de un 
sistema de representación proporcional, en lugar del mayoritario, la representación de los maoríes 
pasó del 3% en 1993 al 16% en las elecciones de 2002, acorde al porcentaje de la población que 
representan75.  En 2007, preocupaba al CEDAW que las maoríes, las mujeres del Pacífico y las 
pertenecientes a otras minorías estuvieran insuficientemente representadas en la mayoría de los 
estratos de la vida pública y política76. 

6.  Derecho al trabajo y a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo 

36. El Comité de Derechos Humanos vio con agrado la promulgación de la Ley de relaciones 
laborales de 200077, que facilitaba las negociaciones colectivas, fortalecía el papel de los sindicatos 
e introducía medidas de protección contra el acoso y la discriminación en el trabajo78.  

37. En 2007, el CEDAW expresó su preocupación por la falta de mecanismos jurídicos para 
combatir la discriminación contra la mujer por actores privados en la esfera del empleo.  Habían 
sido abolidos los mecanismos previstos para aplicar el principio de igual remuneración por trabajo 
de igual valor en el sector privado y el Estado no estaba facultado para aplicar y hacer cumplir en 
este sector las políticas relativas a la igualdad de oportunidades en el empleo79.  También le 
preocupaban la creciente disparidad en las remuneraciones entre mujeres y hombres80 (cuestión que 
ya había tratado el CESCR81 en 2003), los elevados niveles de segregación ocupacional, la 
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concentración de mujeres en cargos poco remunerados y la bajísima proporción de mujeres en 
cargos directivos y de responsabilidad en el sector privado82.  

38. El CEDAW manifestó su preocupación por la situación de desventaja de las mujeres  maoríes, 
las del Pacífico y las pertenecientes a minorías83.  En 2008, la Comisión de Expertos de la OIT 
reiteró sus comentarios sobre las desigualdades étnicas existentes en el mercado laboral, 
especialmente en lo que respectaba a los maoríes y a los pueblos del Pacífico, si bien tomó nota de 
las medidas adoptadas para mejorar sus oportunidades de formación y empleo84.  Aunque celebró 
las iniciativas tomadas por el Estado, seguían preocupando a la Comisión los prejuicios y actitudes 
estereotipadas de los empleadores en relación con los trabajadores inmigrantes85. 

39. El Comité de Derechos Humanos y el CESCR acogieron con beneplácito la creación de un 
plan de licencia parental financiado por el Estado86.  Aunque celebró las iniciativas destinadas a 
apoyar la participación de la mujer en el empleo y a lograr su conciliación de la vida personal y 
laboral, seguía preocupando al CEDAW la baja tasa de participación en el empleo de las madres de 
niños pequeños y las madres solteras.  Exhortó a Nueva Zelandia a que reforzara los programas de 
licencia parental para los hombres y alentara a los hombres a compartir la responsabilidad de la 
crianza de los hijos con las mujeres.  Recomendó que se actuara prontamente para modificar los 
requisitos de admisibilidad de forma que los trabajadores estacionales o temporales pudieran 
acogerse al régimen de licencia parental retribuida; que se evaluaran los obstáculos que enfrentan 
las mujeres rurales, las maoríes, las del Pacífico y las pertenecientes a minorías para beneficiarse de 
los servicios de guardería y de la licencia parental; y que se aplicasen medidas encaminadas a 
reducir esos obstáculos y aumentar el acceso a esos servicios87.  

40. Preocupaba al CRC que la protección de los menores de 18 años en el empleo no fuera 
plenamente compatible con la Convención y que no se hubiera fijado una edad mínima de admisión 
al empleo88.  En 2008, la Comisión de Expertos de la OIT tomó nota de la intención del Gobierno 
de prohibir los trabajos peligrosos a empleados menores de 16 años (elevando el límite de edad, que 
era de 15 años) y expresó su deseo de que se aplicara prontamente89. 

41. Como se señaló en un informe de la OIT de 2007, la legislación sobre la igualdad entre las 
edades ha contribuido a erradicar las formas más patentes de discriminación por edad, como los 
anuncios de empleo discriminatorios, pero ha resultado menos efectiva en lo tocante a la 
discriminación encubierta90. 

7.  Derecho a la seguridad social y a un nivel de vida adecuado 

42. Como señaló el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas, a pesar de la intención del Gobierno de reducir las desigualdades, 
persiste la disparidad entre los maoríes y los pakeha.  Las mujeres maoríes siguen padeciendo 
peores condiciones económicas, sanitarias y sociales que otras mujeres, aunque ha habido 
progresos91.  En 2003, el CESCR observó con preocupación que aproximadamente una de cada 
cuatro personas vivía en la pobreza92 y el CRC señaló que las familias monoparentales encabezadas 
por mujeres, así como las familias maoríes y de las islas del Pacífico se veían afectadas por ese 
problema de manera desproporcionada93. 

43. Según un informe de la Organización Mundial de la Salud, las desigualdades entre las 
poblaciones aborígenes y no aborígenes en materia salud se han convertido en problemas políticos 
nacionales94.  El CESCR y el CRC habían expresado en 2003 su preocupación ante este problema95.  
Tras su visita de 2005, el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de los indígenas observó que la esperanza de vida de los maoríes era 
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significativamente menor (en casi diez años) que la de los no maoríes, a pesar de las sustanciales 
mejoras logradas en los últimos años96.  En 2007, el CEDAW expresó su preocupación por la 
disparidad en la esperanza de vida entre las mujeres de ascendencia europea y las de otros grupos 
étnicos97. 

44. Si bien observó con reconocimiento la existencia de servicios médicos gratuitos y una amplia 
cobertura médica, el CEDAW instó al Estado Parte a mejorar las tasas de acceso a la atención 
médica, así como a los servicios y a la información relacionados con la salud, en especial para las 
mujeres de las zonas rurales o las que tropiezan con trabas culturales o lingüísticas98.  Aunque 
celebró la adopción de la Estrategia de Salud Infantil, el CRC le mostró en 2003 su preocupación 
por que la cobertura de la inmunización no fuera universal y las tasas de mortalidad infantil fueran 
relativamente altas99.  También mostró su preocupación ante la escasez de servicios de salud mental 
para jóvenes, en particular en las zonas rurales y en el caso de los niños maoríes y de los niños 
internados en residencias100. 

45. El CEDAW exhortó a Nueva Zelandia a que mejorara el suministro de información sobre 
salud reproductiva y anticoncepción a las mujeres y las niñas, y promoviera ampliamente la 
educación sexual de niñas y niños, con especial hincapié en la prevención de las enfermedades de 
transmisión sexual y el embarazo de adolescentes101.   

46. Aunque reconoció la reforma en curso del sistema de bienestar social, el CESCR recomendó 
que al orientar la asistencia más directamente a los grupos desfavorecidos y marginados, la 
preocupación de reducir los costos no provocase un descenso del nivel de protección social102.  
Aconsejó que se divulgase información sobre el sistema accesible a todos103. 

8.  Derecho a la educación y a participar libremente en la vida cultural  
de la comunidad 

47. En 2007, aunque encomió los esfuerzos por ampliar el acceso a la educación gratuita, el 
CEDAW recomendó financiar adecuadamente las escuelas; adoptar medidas para que los niños de 
las familias de bajos ingresos y de zonas rurales no sufrieran discriminación en el acceso a la 
educación; esforzarse por aclarar y hacer saber que las contribuciones solicitadas por las escuelas 
son de carácter voluntario; y supervisar las prácticas de éstas respecto al cobro de tasas a los 
padres104.  En 2003 preocupaba al CRC que el aumento de los costos ocultos de la educación 
restringiera el acceso a la educación105.  

48. El CERD recomendó que las instituciones docentes públicas se abrieran a todos los niños 
indocumentados sin restricción alguna106.  Nueva Zelandia respondió que la Ley de inmigración no 
consideraría delito la admisión en los centros escolares de niños carentes de la autorización 
correspondiente107. 

49. El CRC recomendó reforzar la legislación sobre la enseñanza obligatoria, prohibir las 
exclusiones por motivos arbitrarios, tales como el embarazo, y velar por que los alumnos en edad de 
cursar estudios obligatorios que hubieran sido legalmente expulsados de una escuela fueran 
matriculados en otra108. 

50. Según el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas, a pesar de sus progresos, el sistema escolar ha funcionado, en 
general, menos bien para los maoríes109.  El CESCR ya había expresado su preocupación a este 
respecto en 2003110.  El Relator Especial recomendó que se destinaran más recursos a la educación 
de los maoríes en todos los niveles, en particular a programas de formación de instructores y a la 
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creación de materiales educativos apropiados.  Se debían rebajar las tasas escolares y aumentar los 
subsidios para estimular el acceso de los maoríes a la educación superior111. 

9.  Minorías y pueblos indígenas 

51. Según el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas, uno de los problemas de derechos humanos más acuciantes para los 
maoríes guarda relación con las tierras.  Desposeídos de la mayoría de sus tierras y recursos por la 
Corona, los maoríes tuvieron que aceptar reparaciones esporádicas e insuficientes, que suscitaron la 
acusación de que estaban recibiendo privilegios inmerecidos112.  El Relator Especial recomendó que 
todas las reclamaciones dimanantes del Tratado reconocieran explícitamente el derecho de los 
maoríes a participar en la gestión de sus lugares culturales con arreglo a sus preceptos tradicionales.  
Se deberían enmendar todas las leyes vigentes de solución de reclamaciones y las futuras leyes de 
este tipo deberían concebirse de modo que permitieran a los iwi y a los hapu elegir libremente una 
estructura colectiva apropiada para recibir y gestionar sus activos113. 

52. El Relator Especial señaló que la Ley de la zona costera bañada por la marea y de los fondos 
marinos de 2004 había desencadenado una crisis114.  En su decisión 1 (66) de 2005, el CERD 
consideró que, en su conjunto, la ley presentaba aspectos discriminatorios contra los maoríes, en 
particular al eliminar la posibilidad de establecer títulos de propiedad consuetudinarios maoríes 
sobre la zona costera bañada por la marea y los fondos marinos y al no reconocer un derecho 
garantizado de reparación115.  Como reiteró en sus observaciones finales de 2007, el CERD 
recomendó que se entablara un nuevo diálogo entre el Estado y los maoríes sobre esta ley a fin de 
encontrar la manera de mitigar sus efectos discriminatorios, entre otras cosas, mediante una reforma 
legislativa si fuere necesario; que el Estado siguiera vigilando de cerca la aplicación de la ley; y que 
tomara medidas para reducir al mínimo los efectos negativos, especialmente mediante una 
aplicación flexible de la legislación y ampliando el alcance de la reparación a la que podían 
acogerse los maoríes116.  El Relator Especial recomendó la derogación o la enmienda de la ley y que 
la Corona iniciara negociaciones con los maoríes sobre las reclamaciones dimanantes del tratado117.  
Nueva Zelandia, en su respuesta al CERD, arguyó que había seguido dialogando con ciertos grupos 
maoríes acerca de la Ley de la zona costera bañada por la marea y de los fondos marinos y destacó 
los progresos alcanzados en algunas negociaciones118. 

53. En 2007, si bien celebró los progresos realizados en la solución de las reclamaciones 
históricas dimanantes del Tratado, el CERD observó que se había fijado 2008 como fecha límite 
para la presentación de esas reclamaciones y recomendó velar por que ello no impidiera 
injustamente la presentación de reclamaciones legítimas.  También recomendó proseguir los 
esfuerzos para prestar asistencia a los demandantes en las negociaciones directas con la Corona119. 

10.  Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo 

54. En 2004, al CAT le preocupaba que la normativa de inmigración no contemplara la obligación 
de no devolución prevista en el artículo 3 de la Convención120.  El ACNUR celebró en 2008 la 
intención de ofrecer protección complementaria a las personas que, si bien no satisfacían los 
requisitos previstos en la definición del refugiado de la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951, tampoco podían regresar a sus respectivos países en virtud del principio de no 
devolución121, conforme a la recomendación del CAT122. 

55. El CAT expresó su preocupación ante la sensible disminución de la proporción de solicitantes 
de asilo a quienes se les permitía integrarse, con total libertad, en la sociedad inmediatamente 
después de su llegada, así como la reclusión de varios solicitantes de asilo en centros de prisión 
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preventiva, donde no se los separaba de los demás presos123.  Nueva Zelandia respondió al CAT 
sobre esta cuestión124.  En 2007, el CERD recomendó que se pusiera fin a la práctica de detener a 
solicitantes de asilo en centros penitenciarios125. 

56. En cuanto al proyecto de ley de inmigración de 2007, el ACNUR señaló que algunos aspectos 
del proyecto de ley eran mejorables en relación con ciertas facetas del proceso de determinación de 
la condición de refugiado; la reunión y utilización de información secreta; la necesidad de velar por 
que el uso de cualquier tipo de información biométrica observe las debidas y explícitas 
salvaguardias de la privacidad; la necesidad de incluir salvaguardias apropiadas para garantizar la 
aplicación de las normas internacionales de acogida y trato a los solicitantes de asilo, y la necesidad 
de preservar expresamente elementos importantes de la Convención sobre el Estatuto del Refugiado 
de 1951 en relación con la expulsión y la exclusión de solicitantes del estatuto de refugiado126. 

11.  Derechos humanos y lucha contra el terrorismo 

57. El Comité de Derechos Humanos se mostró preocupado en 2002 por los posibles efectos 
negativos de la nueva legislación, adoptada para aplicar la resolución 1373 (2001), y las nuevas 
prácticas en los solicitantes de asilo, en particular al "suprimir el riesgo de la inmigración antes de 
que el inmigrante llegue al país" y por la falta de mecanismos de supervisión de la expulsión de los 
sospechosos de terrorismo a sus países de origen, lo que, pese a las seguridades dadas sobre el 
respeto de sus derechos humanos, podían entrañar riesgos para la seguridad personal y la vida de las 
personas expulsadas.  El Comité de Derechos Humanos pidió a Nueva Zelandia que garantizara que 
la definición del terrorismo no llevara a abusos y fuera conforme al Pacto127. 

58. El CAT recomendó en 2004 que Nueva Zelandia garantizara, en todo momento, que la lucha 
contra el terrorismo no violara la Convención ni impusiera penalidades injustificadas a los 
solicitantes de asilo, y fijara un plazo máximo para la detención de los solicitantes de asilo, así 
como para las restricciones que se les aplican.  También recomendó revisar la legislación relativa al 
certificado de riesgo para la seguridad, que permitía expulsar a una persona considerada como una 
amenaza para la seguridad nacional, a fin de garantizar la posibilidad de interponer recursos 
efectivos contra la decisión de detener o expulsar a una persona; ampliar el plazo establecido para 
que el Ministerio de Inmigración adopte una decisión; y velar por el pleno respeto del artículo 3 de 
la Convención contra la Tortura128.  Nueva Zelandia respondió en 2005 que estaba revisando la 
legislación relativa a los certificados de riesgo para la seguridad129. 

59. En 2007, el Representante Especial del Secretario General para la situación de los defensores 
de los derechos humanos, junto con el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de los indígenas y al Relator Especial sobre la promoción y la 
protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo 
plantearon la cuestión de la detención de 17 activistas sociales maoríes, sospechosos de delitos 
relacionados con el terrorismo.  Expresaron su preocupación por la intención del Gobierno de 
ampliar la definición del acto terrorista, reducir la supervisión judicial, permitir a los tribunales que 
examinasen información secreta sin entregársela a los acusados, y reservar al Primer Ministro la 
responsabilidad exclusiva de designar a grupos o personas como terroristas.  De adoptarse y 
aplicarse los proyectos de enmienda de la Ley sobre la supresión del terrorismo se incumplirían las 
normas internacionales de derechos humanos130. 
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III.  LOGROS, PRÁCTICAS ÓPTIMAS, RETOS Y LIMITACIONES 

60. El Comité de Derechos Humanos observó con satisfacción que, al dirimir los casos que se les 
sometían, los tribunales de Nueva Zelandia tomaban en consideración el Pacto y las observaciones 
generales del Comité131. 

61. El CERD celebró la importancia concedida al principio de autoidentificación en el marco de 
la recogida de datos sobre la composición étnica de la población; la adopción de la Estrategia de 
asentamientos en Nueva Zelandia de 2004 y el plan de acción nacional en materia de asentamiento; 
el programa de acción sobre la diversidad de Nueva Zelandia; y el importante aumento del número de 
adultos, incluidos los no maoríes, que entienden, hablan, leen y escriben el idioma maorí132. 

62. El CEDAW encomió a Nueva Zelandia por su interés en la cooperación y asociación con 
organizaciones no gubernamentales133. 

63. El CAT celebró, entre otras cosas, la cooperación entablada con el ACNUR y la voluntad de 
aplicar sus directrices y recomendaciones134.  A juicio del ACNUR, Nueva Zelandia mantenía un 
clima positivo de protección de los refugiados y aplicaba las políticas, legislación y jurisprudencia 
existentes en materia de refugiados de forma liberal y progresiva135.  Es un modelo positivo para la 
protección internacional de los refugiados en la región y en el mundo entero.  No obstante, el 
ACNUR consideró importante que el Gobierno estableciera estrategias para asegurar la 
sostenibilidad del ambiente positivo de protección de los refugiados.  Es importante conseguir que 
los refugiados reasentados reciban un apoyo adecuado para su reasentamiento136. 

IV.  PRIORIDADES, INICIATIVAS Y COMPROMISOS 
NACIONALES ESENCIALES 

Recomendaciones concretas para el seguimiento 

64. En 2004, el CAT solicitó que se le presentara, en el plazo de un año, información sobre la 
lucha contra el terrorismo, el certificado de riesgo para la seguridad, las condiciones de la 
segregación no voluntaria y la investigación de las agresiones cometidas por funcionarios de 
prisiones contra reclusos137.  Nueva Zelandia respondió en junio de 2005138. 

65. El CERD pidió que se le presentara, en agosto de 2008, información sobre la aplicación de las 
recomendaciones formuladas sobre la propuesta del Estado de eliminar las referencias obligatorias 
al Tratado de Waitangi mediante la Ley de supresión de los principios del Tratado de Waitangi 
(2006); sobre el seguimiento dado a su decisión 1 (66); sobre la inclusión de referencias al Tratado 
de Waitangi en la versión final del plan de estudios de Nueva Zelandia; y sobre el acceso de todos 
los niños indocumentados, sin restricción alguna, a las instituciones docentes públicas139.  El Estado 
ha presentado sus respuestas al CERD140. 

V.  FOMENTO DE LA CAPACIDAD Y ASISTENCIA TÉCNICA 

N.A. 

Notas 
 
1 Unless indicated otherwise, the status of ratifications of instruments listed in the table  may be found in Multilateral 
Treaties Deposited with the Secretary-General: Status as at 31 December 2006  (ST/LEG/SER.E.25), supplemented by 
the official website of the United Nations Treaty Collection database, Office of Legal Affairs of the United Nations 
Secretariat, http://treaties.un.org/. 
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2 En este documento se han usado las siglas inglesas siguientes: 

CAT Comité contra la Tortura  
CAT Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
CED Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones 

forzadas 
CEDAW Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer  
CEDAW Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
CERD Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial 
CESCR Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
CMW Comité de protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 
CPD  Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 
CRC Convención sobre los Derechos del Niño 
CRC Comité de los Derechos del Niño,  
ICCPR  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
ICCPR-OP 1  Primer Protocolo Facultativo del ICCPR 
ICCPR-OP 2  Segundo Protocolo Facultativo del ICCPR, destinado a abolir la pena de muerte 
ICERD Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial 
ICESCR  Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
ICRMW  Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 

migratorios y de sus familiares 
OP-CAT  Protocolo Facultativo de la CAT 
OP-CEDAW  Protocolo Facultativo de la CEDAW 
OP-CPD Protocolo Facultativo de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 
OP-CRC-AC  Protocolo facultativo de la CRC relativo a la participación de niños en los conflictos armados 
OP-CRC-SC  Protocolo facultativo de la CRC relativo a la venta de niños,  la prostitución infantil y la 

utilización de niños en la pornografía 
 

3 Adopted by the General Assembly in its resolution 63/117, in which it recommended that a signing ceremony be 
organized in 2009.  Article 17, para. 1 of OP-ICESCR states that "The present Protocol is open for signature by any 
State that has signed, ratified or acceded to the Covenant".  
4 Protocol to Prevent, Suppress and Punish Trafficking in Persons, Especially Women and Children, supplementing the 
United Nations Convention against Transnational Organized Crime. 
5 1951 Convention relating to the Status of Refugees and its 1967 Protocol, 1954 Convention relating to the status of 
Stateless Persons and 1961 Convention on the Reduction of Statelessness. 
6 Geneva Convention for the Amelioration of the Condition of the Wounded and Sick in Armed Forces in the Field 
(First Convention); Geneva Convention for the Amelioration of the Condition of Wounded, Sick and Shipwrecked 
Members of Armed Forces at Sea (Second Convention); Convention relative to the Treatment of Prisoners of War 
(Third Convention); Convention relative to the Protection of Civilian Persons in Time of War (Fourth Convention); 
Protocol Additional to the Geneva Conventions of 12 August 1949, and relating to the Protection of Victims of 
International Armed Conflicts (Protocol I); Protocol Additional to the Geneva Conventions of 12 August 1949, and 
relating to the Protection of Victims of Non-International Armed Conflicts (Protocol II); Protocol additional to the 
Geneva Conventions of 12 August 1949, and relating to the Adoption of an Additional Distinctive Emblem (Protocol 
III). For the official status of ratifications, see Federal Department of Foreign Affairs of Switzerland, at 
www.eda.admin.ch/eda/fr/home/topics/intla/intrea/chdep/warvic.html. 
7 International Labour Organization Convention  No. 29 concerning Forced or Compulsory Labour; Convention No.105 
concerning the Abolition of Forced Labour, Convention No. 87 concerning Freedom of Association and Protection of 
the Right to Organize; Convention  No. 98 concerning the Application of the Principles of the Right to Organize and to 
Bargain Collectively; Convention No. 100 concerning Equal Remuneration for Men and Women Workers for Work of 
Equal Value; Convention No. 111 concerning Discrimination in Respect of Employment and Occupation; Convention 
No. 138 concerning Minimum Age for Admission to Employment; Convention No. 182 concerning the Prohibition and 
Immediate Action for the Elimination of the Worst Forms of Child Labour. 
8 CERD/C/NZL/CO/17, para. 27; CEDAW/C/NZL/CO/6, para. 44. 
9 CRC/C/15/Add.216, para. 52. 
10 E/C.12/1/Add.88, para. 25. 
11 CRC/C/15/Add.216, para. 48. 
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12 E/C.12/1/Add.88, para. 25. 
13 Ibid. 
14 CERD/C/NZL/CO/17, para. 27; E/CN.4/2006/78/Add.3, para. 103. 
15 CERD/C/NZL/CO/17, para. 27; CAT/C/CR/32/4, para. 7. See also UNHCR submission to the UPR on New Zealand, p. 3. 
16 CERD/C/NZL/CO/17, para. 29. 
17 CEDAW/C/NZL/CO/6, para. 4. 
18 CRC/C/15/Add.216, para. 7. 
19 CCPR/CO/75/NZL, para. 15. 
20 CERD/C/NZL/CO/17, para. 12. See also E/CN.4/2006/78/Add.3, para. 91. 
21 CCPR/CO/75/NZL, para. 8. 
22 E/C.12/1/Add.88, para. 21. 
23 CEDAW/C/NZL/CO/6, para. 12. 
24 CRC/C/15/Add.216, para. 9. 
25 E/CN.4/2006/78/Add.3, para. 78. 
26 CERD/C/NZL/CO/17, para. 13. 
27 Ibid., para. 13. 
28 E/CN.4/2006/78/Add.3, para. 85. 
29 Ibid., para. 84. 
30 CERD/C/NZL/CO/17, para. 18; E/CN.4/2006/78/Add.3, paras. 89-90 
31 For the list of national human rights institutions with accreditation status granted by the International Coordinating 
Committee of National Institutions for the Promotion and Protection of Human Rights (ICC), see  A/HRC/10/55, annex I. 
32 CCPR/CO/75/NZL, para. 6 (b); E/C.12/1/Add.88, para. 5. 
33 E/C.12/1/Add.88, para. 5. 
34 Ibid., para. 23. 
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